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Providencia:


Sentencia  – 13 de julio de 2017 – Improcedente
Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00682-00
Accionante:


Javier Elías Arias Idárraga.

Accionado:


Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local; Andrés Mauricio Arboleda; la Alcaldía Municipal de Pereira; el Defensor del Pueblo Regional Risaralda y la Cooperativa La Rosa.
Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



TUTELA – CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – DEBIDO PROCESO – AVISO A LA COMUNIDAD EN ACCIÓN POPULAR – INMEDIATEZ - SUBSIDIARIEDAD - IMPROCEDENTE - “De frente a ese derrotero, para la Sala, el amparo se torna improcedente, toda vez que la queja del actor tiene origen en el pronunciamiento que el Juzgado efectuó, dentro de la demanda popular reseñada, el 27 de septiembre de 2016 (f. 129 y 130 del cd), por medio del cual se le conminó a realizar la publicación en prensa o en radio de amplia difusión local a su elección. De donde aflora que se incumple la regla de la inmediatez, sobre la que reiteradamente se han pronunciado la Corte Constitucional  y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia , en el sentido de que si bien no existe un término de caducidad o prescripción específico para promover la acción de tutela, hay que proponerla en un tiempo razonable, por cuanto de lo que se trata es de la protección inmediata de un derecho fundamental, por la agresión o amenaza actual e inminente, lapso que se ha generalizado en seis meses, sin que pueda desconocerse que en casos especiales, pueda superar ese tope, en particular cuando se trata de sujetos de especial protección, que no es el caso del ahora demandante. 

En este caso, han transcurrido alrededor de 9 meses entre aquella calenda y la promoción de este libelo, con lo que queda claro que se ha superado con creces el tiempo señalado y ello, como se dijo, desemboca en la improcedencia anunciada.

Además, frente a esa misma resolución no propuso el recurso que procedía, pudiendo hacerlo, con lo que deja de lado también la residualidad propia de esta acción, como causal de improcedencia, en la medida en que el accionante contaba con otro mecanismo idóneo de defensa judicial (numeral 1°, art. 6°. Decreto 2591 de 1991).
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Acta N° 358 de julio 13 de 2017
 



Decide la Sala la acción de tutela propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local; Andrés Mauricio Arboleda; la Alcaldía Municipal de Pereira; el Defensor del Pueblo Regional Risaralda y la Cooperativa La Rosa.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, por la violación de los derechos fundamentales que nomina como ”debido proceso, contradicción, art 13 y 83 CN”.
  



Pide que se ordene al juzgado dar aplicación a la sentencia de tutela de la “CSJ SCC 660001 22 13 000 2017-00063” y, en consecuencia, continuar de inmediato con la acción constitucional, amparado en el artículo 5 de la Ley 472 de 1998.




Dijo en su escrito que presentó acción popular radicada al número “2015-031”, en la que el despacho se negó rotundamente  a tener como avisada a la comunidad por intermedio de la Emisora de la Policía Nacional, desconociendo precedente sobre el particular.  
  



Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del agente del Ministerio Público local; Andrés Mauricio Arboleda; la Alcaldía Municipal de Pereira; el Defensor del Pueblo Regional Risaralda y la Cooperativa La Rosa.
La Procuradora Judicial Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. 
El representante legal de la Cooperativa La Rosa, manifestó que carece de legitimación en la causa por pasiva y la acción es improcedente frente al principio de subsidiariedad. 

El Juzgado remitió las copias solicitadas e informó que la acción popular se encuentra archivada desde el mes de febrero de este año por desistimiento tácito, como quiera que el actor no efectuó la publicación a la comunidad. 

La Alcaldía Municipal por medio de apoderada, adujo también, falta de legitimación en el extremo pasivo.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos arriba señalados,  bajo la premisa de que el Juzgado, según se desprende de la foliatura exige, a su costa, la publicación del aviso a la comunidad dentro de la acción popular que allí adelanta, en desconocimiento del impulso oficioso que debe operar dentro de esa clase de asuntos.
 



Se sabe que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. .   Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, para la Sala, el amparo se torna improcedente, toda vez que la queja del actor tiene origen en el pronunciamiento que el Juzgado efectuó, dentro de la demanda popular reseñada, el 27 de septiembre de 2016 (f. 129 y 130 del cd), por medio del cual se le conminó a realizar la publicación en prensa o en radio de amplia difusión local a su elección. De donde aflora que se incumple la regla de la inmediatez, sobre la que reiteradamente se han pronunciado la Corte Constitucional
 y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en el sentido de que si bien no existe un término de caducidad o prescripción específico para promover la acción de tutela, hay que proponerla en un tiempo razonable, por cuanto de lo que se trata es de la protección inmediata de un derecho fundamental, por la agresión o amenaza actual e inminente, lapso que se ha generalizado en seis meses, sin que pueda desconocerse que en casos especiales, pueda superar ese tope, en particular cuando se trata de sujetos de especial protección, que no es el caso del ahora demandante. 
En este caso, han transcurrido alrededor de 9 meses entre aquella calenda y la promoción de este libelo, con lo que queda claro que se ha superado con creces el tiempo señalado y ello, como se dijo, desemboca en la improcedencia anunciada.
 



Además, frente a esa misma resolución no propuso el recurso que procedía, pudiendo hacerlo, con lo que deja de lado también la residualidad propia de esta acción, como causal de improcedencia, en la medida en que el accionante contaba con otro mecanismo idóneo de defensa judicial (numeral 1°, art. 6°. Decreto 2591 de 1991).
  



Todo ello, al margen de la última posición del Juzgado de decretar el desistimiento tácito, si bien data de un tiempo reciente y se agotó el recurso del caso, pues no es esta providencia la que se reprocha. 
  



Se absolverá a los demás vinculados por no encontrar de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad 
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 

� 	Sentencia C-543-92


� Así se dijo, por ejemplo, en las Sentencias T-959T, T-1029, y T-1048 de 2008, T-287 de 2015, para citar solo algunas. 


� Sentencia de agosto 25 de 2014, radicación 11001-02-03-000-2014-01789-00, M.P. Margarita Cabello Blanco
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